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Temática 

 Crímenes de lesa humanidad 

 Obligación de adecuar normativa estatal a la Convención 
Americana 

 Obligación de los jueces a aplicar la Convención en la 
impartición de justicia (Control de Convencionalidad) 

 

I. Hechos 
 
Aplicación de ley de amnistía y falta de investigación eficaz sobre los 
responsables de la ejecución de Luis Alfredo Almonacid Arrellano, 
acaecida durante la dictadura militar. 
 

II. Procedimiento ante órganos interamericanos 
 

 La petición inicial fue presentada ante la Comisión el 15 de 
septiembre de 1998 por Mario Márquez Maldonado y Elvira 
Rosario Gómez Olivares. 
 

 El 9 de octubre de 2002 la Comisión Interamericana aprobó el 
Informe de admisibilidad No. 44/02. 

 

 El 7 de marzo de 2005 la Comisión adoptó el Informe N 30/05, en 
el cual concluyó que el Estado era responsable e hizo varias 
recomendaciones. 
 

 El 11 de julio de 2005 la Comisión Interamericana presentó la 
demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 

 
III. Sentencia CoIDH (Fondo, Reparaciones y Costas) 

 
La Corte se pronuncia respecto a los siguientes destacables aspectos: 
  

Caso Almonacid Arellano y Otros Vs. Chile  

Resuelto el 26 de septiembre de 2006 
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A. COMPETENCIA DE LA CORTE. EFECTOS DE LA 
LIMITACIÓN TEMPORAL ESTABLECIDA RESERVAS EN LA 
RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN AMERICANA. El 
reconocimiento de la competencia de la Corte es un acto 
unilateral de cada Estado, condicionado por los términos de la 
propia Convención Americana como un todo y, por lo tanto, no 
está sujeta a reservas. Si bien alguna doctrina habla de 
“reservas” al reconocimiento de la competencia de un tribunal 
internacional, se trata, en realidad, de limitaciones al 
reconocimiento de esa competencia y no técnicamente de 
reservas a un tratado multilateral. Las limitaciones temporales 
al reconocimiento de la competencia de la Corte tienen su 
fundamento en la facultad, que otorga el artículo 62 de la 
Convención a los Estados Partes que decidan reconocer la 
competencia contenciosa del Tribunal, de limitar 
temporalmente dicha competencia. Por lo tanto, esta limitación 
se encuentra prevista en la propia Convención; sin embargo, 
de acuerdo al principio de compétence de la compétence, no 

se puede dejar a la voluntad de los Estados que éstos 
determinen cuáles hechos se encuentran excluidos de su 
competencia. Esta determinación es un deber que corresponde 
al Tribunal en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales. 
(párrafos 43, 44, y 45) 
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B. CRIMEN CONTRA LA HUMANIDAD. DEFINICIÓN Y 
CARACTERÍTICAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL. Los 
crímenes contra la humanidad incluyen la comisión de actos 
inhumanos, como el asesinato, cometidos en un contexto de 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil. 
Basta que un solo acto ilícito sea cometido dentro del contexto 
descrito, para que se produzca un crimen de lesa humanidad. 
En este sentido se pronunció el Tribunal Internacional para la 
ex Yugoslavia en el caso Prosecutor v. Dusko Tadic, al 
considerar que “un solo acto cometido por un perpetrador en el 
contexto de un ataque generalizado o sistemático contra la 
población civil trae consigo responsabilidad penal individual, y 
el perpetrador no necesita cometer numerosas ofensas para 
ser considerado responsable”. La prohibición de cometer 
crímenes de lesa humanidad es una norma de ius cogens, y la 
penalización de estos crímenes es obligatoria conforme al 
derecho internacional general. (párrafos 96 y 99) 
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C. CRIMEN CONTRA LA HUMANIDAD. IMPOSIBILIDAD DE 
AMNISTIARLOS. Según el corpus iuris del Derecho 

Internacional, un crimen de lesa humanidad es en sí mismo 
una grave violación a los derechos humanos y afecta a la 
humanidad toda. La obligación conforme al derecho 
internacional de enjuiciar y, si se les declara culpables, castigar 
a los perpetradores de determinados crímenes internacionales, 
entre los que se cuentan los crímenes de lesa humanidad, se 
desprende de la obligación de garantía consagrada en el 
artículo 1.1 de la Convención Americana. Esta obligación 
implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el 
aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a 
través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, 
de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como 
consecuencia, los Estados deben prevenir, investigar y 
sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la 
Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es 
posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de 
los daños producidos por la violación de los derechos 
humanos. Si el aparato del Estado actúa de modo que tal 
violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea 
posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 
afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y 
pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. 
(párrafos 105 y 110) 
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D. CRIMEN CONTRA LA HUMANIDAD. OBLIGACIÓN DE LOS 
ESTADOS DE INVESTIGARLOS Y PERSEGUIR A SUS 
EJECUTORES. Los crímenes de lesa humanidad producen la 
violación de una serie de derechos inderogables reconocidos 
en la Convención Americana, que no pueden quedar impunes. 
El Estado tiene el deber de evitar y combatir la impunidad, 
definida como la falta en su conjunto de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los 
responsables de las violaciones de los derechos protegidos por 
la Convención Americana. La investigación debe ser realizada 
por todos los medios legales disponibles y orientada a la 
determinación de la verdad y la investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y castigo de todos los responsables 
intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando 
están o puedan estar involucrados agentes estatales. No 
pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las 
condiciones generales del país o incluso por las circunstancias 
particulares de un caso dado, resulten ilusorios. (párrafo 111) 
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E. ADECUACIÓN DE NORMATIVA. OBLIGACIÓN PARA LOS 
ESTADOS DE ADOPTAR Y RECONOCER LOS DERECHOS 
ESTABLECIDOS EN LA CONVENCIÓN AMERICANA. En el 

derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que 
un Estado que ha celebrado un convenio internacional, debe 
introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias 
para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas. Esta 
norma aparece como válida universalmente y ha sido calificada 
por la jurisprudencia como un principio evidente (“principe 
allant de soi”). La Convención Americana establece la 
obligación de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno 
a las disposiciones de dicha Convención, para garantizar los 
derechos en ella consagrados. A la luz del artículo 2 de la 
Convención, tal adecuación implica la adopción de medidas en 
dos vertientes, a saber: i) la supresión de las normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las 
garantías previstas en la Convención, y ii) la expedición de 
normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 
observancia de dichas garantías. Es necesario reafirmar que la 
obligación de la primera vertiente sólo se satisface cuando 
efectivamente se realiza la reforma. Un Estado viola la 
Convención Americana cuando dicta disposiciones que no 
están en conformidad con las obligaciones dentro de la misma; 
el hecho de que esas normas se hayan adoptado de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico interno o contra él, “es indiferente 
para estos efectos”. (párrafo 117, 118 y 120) 
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F. IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. OBLIGACIÓN DE LOS 
JUECES DE OBSERVAR LAS DISPOSCIONES DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA. La Corte es consciente que los 

jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, 
por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en 
el ordenamiento jurídico.  Pero cuando un Estado ha ratificado 
un tratado internacional como la Convención Americana, sus 
jueces, como parte del aparato del Estado, también están 
sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por 
la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde 
un inicio carecen de efectos jurídicos.  En otras palabras, el 
Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 
convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos.  En esta tarea, el Poder Judicial 
debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana. Según el 
derecho internacional, las obligaciones que éste impone deben 
ser cumplidas de buena fe y no puede invocarse para su 
incumplimiento el derecho interno. Esta regla ha sido 
codificada en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados de 1969. (párrafo 124 y 125) 
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G. JURISDICCIÓN PENAL MILITAR. SU CARÁCTER 
EXCEPCIONAL EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE 
DERECHOS HUMANOS. En un Estado democrático de 

derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance 
restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de 
intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones 
que la ley asigna a las fuerzas militares. Por ello, sólo se debe 
juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su 
propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del 
orden militar. Al respecto, cuando la justicia militar asume 
competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia 
ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, 

el debido proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente 
ligado al propio derecho de acceso a la justicia. 
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IV. Sentido de la sentencia 
 
 
 
La Corte determinó: 
 
 
i. El Estado incumplió sus obligaciones derivadas de los artículos 

1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
violó los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de dicho 
tratado, en perjuicio de la señora Elvira del Rosario Gómez 
Olivares y de los señores Alfredo, Alexis y José Luis Almonacid 
Gómez. 
 
 

ii. Al pretender amnistiar a los responsables de delitos de lesa 
humanidad, el Decreto Ley No. 2.191 es incompatible con la 
Convención Americana y, por tanto, carece de efectos jurídicos, 
a la luz de dicho tratado. 
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